Toma en consideración, si procediere, de la proposición de Ley Foral de modificación del artículo 9 de la Ley Foral 6/2006, de Contratos Públicos, presentada por el G.P. Socialistas del Parlamento de Navarra.

SRA. PRESIDENTA: Entramos en el primer punto del orden del día: Toma en consideración, si procediere, de la proposición de ley foral de modificación del artículo 9 de la Ley Foral 6/2006, de Contratos Públicos, presentada por el Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra. Para su defensa, señor Lizarbe, tiene la palabra.

SR. LIZARBE BAZTÁN: El motivo de la intervención es la defensa de esta proposición de ley foral de modificación del artículo 9 de la Ley Foral de Contratos Públicos de la Comunidad Foral de Navarra. Pudiera parecer a sus señorías que es un tema exclusivamente técnico y de poca importancia para el inicio del período de sesiones de Pleno, pero es un tema que hay que encuadrar dentro de la crisis económica que estamos viviendo y de la afección que esa crisis tiene a uno de los sectores más vulnerables de la población, que son las personas con discapacidad.

Si algo quiere el grupo parlamentario socialista al presentar esta proposición de ley es ayudar de manera especial a quienes más vulnerables son ante la crisis económica teniendo todavía empleo o aspirando a tenerlo en el futuro, que son las personas con discapacidad. En ese sentido, en una intervención necesariamente breve me tendré que remitir, como hace la exposición de motivos, al artículo 49 de la Constitución Española, que claramente dice que los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos –es el lenguaje del 78– a los que prestarán la atención especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que este título constitucional otorga a todos los ciudadanos. Es, por lo tanto, una sanción constitucional que ha ido impregnando la actuación de los poderes públicos y la actividad legislativa –hay que decir todo– no con un excesivo éxito, sino con algunas actuaciones parciales que habrá que decir que aunque pioneras en su momento en España y en Europa han resultado insuficientes. Y en este tema concreto es en el que precisamente entramos en el quid de la cuestión. Como conocen sus señorías, hay un sector empresarial importante y singular en Navarra, al que me referiré a continuación, que tiene una protección en cuanto a su capacidad de actuación con la actual redacción del artículo 9 de la Ley Foral de Contratos, que en uno de sus párrafos dice que las Administraciones Públicas podrán reservar –podrán, de poder, tal vez lo hagan o tal vez no, simplemente pueden hacerlo o pueden no hacerlo– hasta un 20 por ciento de los contratos públicos a entidades de carácter social. Sin embargo, señorías, la ejecución de este artículo ha sido nula debido en parte a que no es obligado su cumplimiento, pues su aplicación queda en manos de la voluntariedad de las diferentes entidades públicas sometidas a esta ley.

¿Qué es lo que pretende esta proposición de ley socialista, en definitiva y en resumen? Modificar el tenor literal de la Ley Foral de Contratos en su artículo 9, que donde dice “el importe de los contratos no podrá ser superior al 20 por ciento” diga que “el importe de los contratos será de un 6 por ciento como mínimo”. En definitiva, no se reduce el porcentaje, lo que se hace es sustituir el porcentaje máximo del 20 por ciento por un porcentaje mínimo del 6 por ciento, con la intencionalidad de que se reserve el 6 por ciento de los mismos. En cualquier caso, señorías, nos parece que es importante fundamentar esta cuestión en una idea claramente política y en unas consideraciones y reflexiones filosóficas que lo que pretenden, repito, es esa especial atención y esa discriminación positiva respecto a un sector de estas características. Se trata, pues, con esta proposición de ley, con su admisión a trámite y su posterior discusión, de un ejercicio de solidaridad con las personas con discapacidad, una decisión de apoyo claro a un sector empresarial implicado y activo en esa integración, cohesión y vertebración social, y el tercer sumando es la posibilidad efectiva de que las Administraciones Públicas se comprometan con esta tarea, porque la actual redacción del artículo, que no es tan antiguo, es del año 2006, no ha dado los resultados que la voluntad del legislador foral pretendía. 

Señorías, no estamos hablando de cuatro empresitas, de cuatro centros, de cuatro personas, estamos hablando de un sector empresarial que en la Comunidad Foral de Navarra emplea alrededor de mil quinientas personas, de las cuales más del 85 por ciento tienen algún tipo de discapacidad, según los datos del Servicio Navarro de Empleo, y que presta sus servicios a entidades públicas y privadas de la Comunidad Foral de Navarra. Estamos hablando de los centros especiales de empleo y estamos hablando también de los centros de inserción sociolaboral. Estos centros especiales de empleo son, en definitiva, el eslabón de la cadena productiva. Salvo excepciones, no tienen un producto propio y su actividad se centra en la subcontratación industrial y en los servicios. Tienen una clientela que está formada por empresas que actualmente están en crisis o a punto de estarlo, por eso es por lo que ha habido una reducción de entre un 20 y un 30 por ciento de los pedidos.

Se trata de empresas singulares cuyo objetivo es mantener el empleo, generalmente y casi exclusivamente fijo, de personas, repito, que tienen una especial problemática. Si el escenario de destrucción de empleo en Navarra, como en el resto de España, tiene que preocuparnos al conjunto de los representantes de los ciudadanos, la destrucción de empleo de las personas con discapacidad tiene que preocuparnos especialmente, porque si esas personas pierden su empleo se refugiarán en sus casas, en contradicción con la labor social que se lleva ejerciendo durante todos estos años, y todo ello sin mencionar la situación en que quedarían personas con discapacidad por enfermedad mental muy grave, colectivo especialmente vulnerable a cualquier cambio sustancial en sus procesos de rehabilitación.

El sector empresarial del que estamos hablando, señorías, no solamente realiza una gran labor social, ese es el término correcto, sino que también aporta a las arcas de la Comunidad Foral y a las arcas públicas un importante retorno económico. No es solamente un retorno social, también es un retorno ecónomo. Les daré solo un dato. Por ejemplo, en el año 2007 tan solo diez de los quince centros especiales de empleo, que empleaban al 90,97 por ciento de trabajadores discapacitados del total de su plantilla, retornaron a las arcas forales y a la Seguridad Social más de 6 millones de euros, concretamente 6.284.328,30, de los cuales 2,5 por IVA, 1,1 por IRPF, 123.000 por Impuesto sobre Sociedades y 2,6 por cotizaciones a la Seguridad Social. Por lo tanto, señorías, como les decía al principio de mi intervención, estamos ante una cuestión de solidaridad, estamos ante una decisión política que puede ser importante y estamos en el apoyo a una serie de entidades sin ánimo de lucro que lo que pretenden precisamente es realizar esa labor de auténtica eficacia y eficiente integración de las personas con discapacidad en la realidad sociolaboral.

Comentaré una última cuestión, si me permiten, para terminar. Hay un informe muy interesante de los servicios jurídicos del Parlamento de Navarra, ha sido un gran trabajo jurídico que no-sotros valoramos en su medida y agradecemos y que, evidentemente, configurará la voluntad legislativa de mi grupo como suponemos que la del conjunto de la Cámara, pero hay que dejar algunas cosas claras. En ese informe jurídico que acabo de ponderar creo que debidamente y en muy buena valoración hay dos cuestiones que también tenemos que decir previamente. Somos conscientes de que estamos en la admisión a trámite de la proposición y que la ley finalmente donde se configurará en su extensión es en la Comisión correspondiente del Parlamento de Navarra, pero hay dos cuestiones en el informe jurídico que nos parece importante destacar. Primera, la proposición de ley pretende establecer un porcentaje mínimo del 6 por ciento, y el informe dice que parecería conveniente modular ese porcentaje en razón a la clase y cuantía de los contratos susceptibles de reserva puesta en relación con la capacidad real de los contratos de inserción laboral. Pues bien, sobre esta cuestión nosotros entendemos que no debe haber ninguna duda de que tanto los centros especiales de empleo como los centros de inserción sociolaboral han venido demostrando en Navarra desde hace más de dos décadas su capacidad para realizar diversas actividades en pie de igualdad con la empresa privada. Es cierto que para determinadas obras de envergadura, como autopistas, carreteras, etcétera, no están preparados, pero sí para las demás obras, como pusieron de manifiesto en su comparecencia parlamentaria. Queremos dejar claro, por lo tanto, que no hay que subestimar tan alegremente la capacidad de los centros especiales de empleo y de los centros de inserción sociolaboral.

La segunda cuestión se refiere a la reserva. Se dice que la reserva obligatoria con carácter general y taxativo, la que se pretende con esta proposición de ley, del 6 por ciento a todas las entidades de la Ley Foral de Contratos sin excepción y modulación alguna, dice el informe, puede generar ciertas disfunciones en razón de la diversa naturaleza y caracteres de muchas de ellas, y aconsejan una mayor flexibilidad. Bien, este probablemente es uno de los temas principales, la flexibilidad del actual artículo 9 de la Ley Foral de Contratos, que establece que se podrá reservar hasta un 20 por ciento de los contratos. No ha dado resultado. Es un artículo flexible que no ha servido para cumplir la voluntad del Parlamento de Navarra, simplemente porque no se ha llegado ni al 20 ni al 10 ni al 5 ni al 1. El artículo no ha servido. La carga de trabajo ha venido por otras vías. Lo que se pretende es sustituir precisamente la flexibilidad que no ha servido por la obligatoriedad del artículo 9 en su nueva redacción con ese 6 por ciento. 

¿Que esto pueda suponer determinados problemas añadidos en cuanto al volumen total de la contratación pública y que ese 6 por ciento pueda ser, haciendo esa comparación, excesivo? Ese tiene que ser el debate en Comisión. Pero a no-sotros nos parece, y queremos advertirlo desde el principio, que en estos momentos de dificultad económica concreta pero de dificultad permanente para la inserción sociolaboral de las personas con discapacidad –así llevamos veinticinco años, señorías– tendremos que buscar la fórmula de que desde la voluntad legislativa, desde el Parlamento de Navarra se obligue al conjunto de las Administraciones Públicas, a las que les es de aplicación la Ley Foral de Contratos, para que se involucren más y efectivamente en ese principio constitucional que recoge el artículo 46 de nuestra Carta Magna. Es evidente que el artículo 9 en su actual redacción no ha servido para su finalidad y, por lo tanto, lo que propone el grupo parlamentario socialista es simplemente cambiarlo buscando una fórmula que, dentro de la normativa legal foral, española y europea –y si hay que hacer alguna adecuación en Comisión, evidentemente, estamos abiertos a hacerlo–, pueda ser eficiente y eficaz porque la que hemos tenido hasta ahora en el artículo 9 simplemente no lo ha sido. Nada más, muchas gracias y esperamos el voto favorable de sus señorías.

SRA. PRESIDENTA: Muchas gracias, señor Lizarbe. A continuación, abrimos un turno a favor de la proposición de ley. Por UPN, señor Pajares, tiene la palabra.

SR. PAJARES AZPÍROZ: Si me lo permite, señora Presienta, intervendré desde el escaño por la brevedad. Yo creo que tenemos que agradecer a la Ley de Contratos el gran juego que está dando a lo largo de toda la legislatura, porque creo recordar que primero hubo una modificación del artículo 51.3, luego una proposición de ley de modificación del artículo 9 y ahora otra proposición de ley. Estamos de acuerdo con el contenido de esta proposición de ley, no obstante, tal y como ha dicho el portavoz del Partido Socialista, existe un informe de los servicios jurídicos de la Cámara y está la posición del Gobierno sobre la redacción de la proposición de ley que merecen ser considerados en la Comisión correspondiente e incorporar aquellos temas o aspectos que sean necesarios. Votaremos a favor. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Pajares. Por el Grupo Parlamentario Nafarroa Bai, señor Eceolaza, tiene la palabra.

SR. ECEOLAZA LATORRE: Muchas gracias, señora Presidenta. Buenos días a todos y a todas. La verdad es que, como acaba de recordar el portavoz de Unión del Pueblo Navarro, Nafarroa Bai presentó una proposición de ley para la reserva de contratos públicos a entidades de carácter social. En aquella ocasión no fue apoyada y todos sabemos por qué, porque el PSN estaba preparando una y le venía mal que la ley tramitada fuera la de Nafarroa Bai. Simplemente por eso se votó en contra de nuestra propuesta. Se podían haber incluido sus propuestas en la de Nafarroa Bai, pero se prefirió retrasar tres meses la aprobación de esa importante ley, y todo ¿por qué?, por aparecer como los impulsores. Tres meses de retraso para las personas que más necesidades sociales tienen solo por querer protagonizar esa modificación de ley. En fin, es una forma de actuar que yo nosotros no vamos a valorar y que, desde luego, no merece muchas más calificaciones.

Nosotros, sin embargo, sí que vamos a apoyar su proposición de ley, porque no nos importa quién la firma y no nos importa por qué la firma, lo que nos importa es lo que pone y lo que va a conseguir. Creo que para eso estamos en política, para mejorar la sociedad, para cambiar la sociedad. Algunos prefieren que su bandera sea la que ondee por encima de todas, aunque esté descolorida. 

Yendo al fondo del asunto, la modificación normativa que se propone es muy necesaria y fácil a la vez, ya que la herramienta es muy sencilla pues la habilitación legal ya existe, es el artículo 9 de la Ley Foral de Contratos, y se trata de aplicarlo de forma efectiva y consecuente con las circunstancias. Los centros de inserción sociolaboral y los centros especiales de empleo son instrumentos básicos para la inserción sociolaboral de las personas que sufren exclusión social y discapacidad y juegan, por lo tanto, un papel importante para los servicios sociales y para el conjunto de la sociedad navarra. En este sentido, hay que tener en cuenta que ante la actual coyuntura de crisis es preciso reformar las leyes, es preciso que la normativa navarra se adecue a esta nueva característica económica.

En el pasado la mayoría de los agentes políticos y sociales consideraban las políticas dirigidas a las personas con discapacidad como parte de la estrategia de protección social y no como un componente más de la política de empleo. Que los centros de inserción sociolaboral juegan un papel importante y básico es obvio. De los datos aportados en enero de este año se concluye que existían trescientas cincuenta personas en lista de espera y que había ciento veintiocho personas trabajando, es decir, existía una demanda tres veces superior a lo que se era capaz de absorber. Por tanto, estos centros, tal y como demuestran estos datos, tienen dificultades para atender el número de solicitudes porque carecen de ofertas laborales o de contratos. En este contexto resulta imprescindible mejorar y fortalecer la capacidad de generar empleo de los centros de inserción sociolaboral y los centros especiales de empleo, únicas empresas que en estos momentos siguen ofreciendo oportunidades laborales a personas en situación o riesgo de exclusión social. 

Las prestaciones económicas que ofrecen las Administraciones Públicas tienen el carácter de proceso y, como en el caso de la renta básica, debe asegurar un doble derecho, el derecho a recibir una prestación económica en concreto y el derecho a la inserción sociolaboral. Por lo tanto, el sentido de estas prestaciones económicas tiene un proceso con un principio y un objetivo claro: la inserción sociolaboral. En este sentido, el Parlamento de Navarra, consciente de esa importancia, modificó el artículo 51 y la figura, la reserva de contratos, de la Directiva Europea 2004/18 del Parlamento Europeo, sobre los procedimientos de adjudicación en los contratos públicos, ya se estableció en el artículo 19.

Lo que pretende esta ley, y por eso vamos a votar a favor, es tomar partido por estos centros, pero no de forma coyuntural sino de forma estructural. Se trata de pasar del “podrán” al “tendrán”, se trata de dar salida a las personas que hoy no tienen posibilidades de encontrar empleo, se trata de una ley con un coste cero y una gran ganancia social. La propuesta original que presentó Nafarroa Bai se diferenciaba de la proposición de ley cuya tramitación hoy se va a aprobar únicamente en que Nafarroa Bai establecía una cuantía económica concreta, en este caso el grupo socialista lo que plantea es un porcentaje. Nosotros optamos por la vía de la cantidad concreta como optó el Partido Socialista en Cataluña y como optó el Partido Socialista en el País Vasco, estableciendo en las leyes de esas dos comunidades autónomas no un porcentaje de reserva de contratos sino una cantidad económica precisa. En todo caso, el señor Lizarbe ha hecho referencia a ello, consideramos importante incorporar en la ley una comisión de seguimiento. Es obvio que los centros de inserción sociolaboral y los centros especiales de empleo tienen capacidad aquí y ahora para asumir este volumen de contratos, pero no sabemos si la van a tener en el futuro, por lo tanto, nosotros creemos que tenemos que ser flexibles en el porcentaje y en la cuantía. Y tiene que existir, como existe en esas dos comunidades autónomas, una comisión que valore anualmente qué volumen de negocio puede asumir, si es más o es menos. En todo caso, ese debate se producirá en la Comisión. Parecen razonables no solo la modificación de esta ley sino las observaciones que acabo de hacer. Por lo tanto, nosotros, por eso mismo, porque creemos que es una ley importante, que va a dar oportunidad de inserción sociolaboral a personas que actualmente no la tienen, desde luego, votaremos a favor.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Eceolaza. Por la agrupación de Convergencia, señor Alli, tiene la palabra.

SR. ALLI ARANGUREN: Señora Presidenta, señorías, buenos días, egun on. Nuevamente tenemos un planteamiento de reforma de la Ley Foral 6/2006, de Contratos Públicos, por el mismo motivo. Al amparo de la previsión de la Directiva Comunitaria 2004 de las cláusulas sociales y medioambientales en la contratación, este planteamiento se incorporó a la Ley Foral de Contratos y, como acaba de decir el señor Eceolaza, fue objeto de una iniciativa tratando de cuantificar el papel que en la contratación debía asignarse a las cláusulas y, por tanto, a los compromisos de carácter social en lo que suponen de limitación de la libertad de contratación de los agentes públicos en cuanto están condicionando una parte de la contratación que se vincularía con esas acciones de política social o medioambiental. En este caso el grupo socialista en el Parlamento de Navarra nos plantea una iniciativa respecto a dos espacios concretos, que son los centros especiales de empleo y los centros de inserción laboral, lo que supone, por tanto, establecer a priori el adjudicatario o los adjudicatarios de una parte de esta contratación. 

Nosotros vamos a apoyar la toma en consideración porque es eso, una toma en consideración, que tiene menor contenido, y esto hace que nos diferenciemos de la postura anterior sobre la iniciativa de Na-Bai, que aquella, con la comisión evaluadora y con el alcance de organismo de control de la actividad de la Administración que a aquella comisión se le asignaba, no podíamos aceptar. Entendemos que en esta iniciativa también hay espacios que pueden rozar el ámbito de la legalidad comunitaria, como puso de relieve el informe de los servicios jurídicos de la Cámara, en tanto en cuanto se buscan destinatarios específicos, y no estamos ante la habilitación de una cláusula genérica que comprometa a los poderes públicos contratantes respecto a la asignación, atribución o adjudicación a determinados espacios de contenido social. Por tanto, creo que hay aquí marco, primero, para apoyar la iniciativa pero también para anunciar que en el trámite de enmiendas habrá que afinar muy mucho para evitarnos un conflicto comunitario en la medida en que una asignación cuasi nominativa, porque es muy limitado el campo de este tipo de centros de inserción o centros especiales de empleo que existe en la Comunidad, pudiese condicionar las decisiones de la Administración. No queremos generar ningún conflicto sobre la competencia de la Comunidad que incida en el ámbito de la implementación o de la trasposición de las Directivas Comunitarias, y por eso anunciamos que estudiaremos las enmiendas pertinentes para que, manteniendo el fin de la cláusula social, no demos lugar a ninguna conflictividad competencial, porque precisemos tanto el contenido de la cláusula social que estemos predeterminando los adjudicatarios, cosa que, evidentemente, no sería compatible con la normativa comunitaria. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Alli. Por la agrupación de Izquierda Unida, señora Figueras, tiene la palabra.

SRA. FIGUERAS CASTELLANO: Gracias, señora Presidenta. Buenos días, señorías. No-sotros también vamos a votar a favor de la toma en consideración de esta proposición de ley que plantea el Partido Socialista como hicimos cuando Na-Bai planteó, con otro fundamento y con otro interés en cuanto al propio articulado, diferente del actual, cosas similares. Empezaré diciendo que es verdad, como decía el señor Lizarbe, que la ley ni ha satisfecho el interés que se pretendía con ella ni ha dado solución a un problema real como el que hoy nos ocupa. Pero no es menos cierto que con la situación de crisis actual y al final del año pasado, en plena negociación y debate presupuestario, vimos la situación extrema que estaban teniendo todo este tipo de empresas de carácter social, y en aquel momento nosotros, como solución preventiva para que no hubiera consecuencias peores, planteamos, como recordarán, una partida presupuestaria para atender las necesidades inminentes de esa circunstancia especifica que, ya digo, se situaba al final del año pasado.

No obstante, es mucho más interesante una proposición de ley de estas características, que, evidentemente tiene un cambio sustancial. Lógicamente, es el imperativo de que la Administración Pública debe reservar participación en las adjudicaciones de los contratos a los centros especiales de empleo y a los centros de inserción sociolaboral. Nos parece fundamental porque, como se ha dicho reiteradamente, y no voy a extenderme en este aspecto, es una parte importante del tejido social, es una parte importantísima que aporta recursos a las arcas públicas, y de lo que se trata, aparte de que tengamos leyes buenas, es de que se cumplan las leyes. A mí me parece que no es tanto solidaridad lo que se pide a través de esta proposición de ley como derechos para los ciudadanos, para unos ciudadanos que sabemos que son más vulnerables y que tienen dificultades especiales.

Pero no es menos cierto que una ley por sí misma no garantiza nada. Puede haber un texto interesante, puede haber un texto exigente y se puede pedir su aplicación, pero es verdad también, como se ha puesto en evidencia, que ni aun marcando porcentajes superiores a veces se consigue que esas leyes se lleven a la práctica. Por lo tanto, nuestro voto va a ser favorable y en este caso simplemente diré que sería importante que este debate trascendiera de la limitación que nos ponemos en este momento, porque no cabe duda de que estamos hablando de personas y colectivos que la sociedad en general debe atender, fundamental y prioritariamente las Administraciones Públicas, pero no es menos cierto que la sociedad en general debe ponerse a la tarea y debe trascender de lo que hasta ahora se viene haciendo. Y es verdad que la reserva de los contratos en las entidades públicas es importante, pero no es menos importante que la sociedad avance y la iniciativa privada haga contratos también a personas con capacidades en algunos casos más limitadas que la media general. ¿Por qué lo digo? Porque cuando tuvimos la oportunidad de visitar estos centros especiales de empleo o centros de inserción pudimos observar que un número importantísimo de personas que allí trabajan y realizan su tarea diariamente tienen la pretensión, y a mí me parece completa y absolutamente legítima, de hacer una vida normalizada, lo más normalizada posible, y la reclamación y reivindicación que nos plantearon cuando estuvimos con ellos y cuando nos hemos reunido en el Parlamento es que su objetivo final es trabajar en la industria normalizada, porque de eso se trata, de trabajar como cualquier otro ciudadano, de disfrutar del ocio como cualquier otro ciudadano y de tener su vivienda con su propia hipoteca, a la que algunos están haciendo frente, como cualquier ciudadano.

Por lo tanto, bienvenida la proposición. Probablemente haremos enmiendas para modificar y mejorar dentro de lo que sea posible, pero, desde luego, tiene que trascender también a la sociedad.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señora Figueras. Su turno de réplica, señor Lizarbe.

SR. LIZARBE BAZTÁN: Gracias, señora Presidenta. Agradezco a todas sus señorías el voto favorable a la toma en consideración de esta proposición de ley y esperamos que en el trámite en Comisión las aportaciones que han realizado aquí no se plasmen en enmiendas excesivamente duras o inasumibles para que el resultado de la operación sea el que todos esperamos. Si todo lo que se ha dicho aquí realmente se pone negro sobre blanco, no sé yo si finalmente la finalidad que se persigue se va a conseguir. Y digo esto básicamente porque se han dicho algunas cosas que convendría aclarar. Si me permiten sus señorías, como resumen, ha habido varias intervenciones, y yo me sumo a ellas, que lo que vienen a decir es que esta proposición de ley tiene un contenido más adecuado que alguna otra proposición de ley anterior. Y es más adecuado no porque lo presente un grupo parlamentario en lugar de otro, más allá incluso del método que se ha empleado, porque, claro, dice el señor Eceolaza: nosotros ya la presentamos y nos dijeron que no porque éramos nosotros, ahora la presentan ustedes y por eso se dice que sí. Bueno, señor Eceolaza, yo le niego la mayor. Nosotros llevamos meses trabajando con responsables de los centros especiales de empleo, ustedes, en lugar de hacer ese trabajo callado que no luce, que no tiene cámaras, que no tiene focos, que no tiene foto ni portada, vinieron corriendo al registro y presentaron una proposición de ley y nosotros hemos venido de una forma más lenta. Tengo aquí la prueba fehaciente de lo que digo, el informe del cual yo he añadido algunas observaciones es del mes de febrero del año 2009, por lo tanto, nosotros llevamos todo este año trabajando con este tema. Los datos que he aportado son de este informe, firmado en febrero de 2009.

Pero eso es lo de menos. A mí me parece que, independientemente de quién lo haya traído, lo que importa es que el contenido de la proposición de ley sea el adecuado. Entonces, hay dos modelos: uno, el que trajo Nafarroa Bai, que dice una cantidad, no un porcentaje. Esa cantidad ¿a quién obliga? A la Administración de la Comunidad Foral de Navarra. Pero es que las Administraciones Públicas de Navarra son mucho más que la Administración de la Comunidad Foral, que el Gobierno de Navarra, están todas las entidades locales, están todas las mancomunidades, por lo tanto, lo que importa es el porcentaje, no la cantidad. La cantidad vendrá dada por el porcentaje, pero si establecemos exclusivamente la cantidad solamente obligaría al Gobierno, y, por cierto, en eso sí que los servicios jurídicos no han hecho interesantes aportaciones, simplemente dijeron que eso no cuadraba con la normativa. Por lo tanto, intento probablemente muy bienintencionado, pero intento fallido.

La vía, y con esto contesto también a la señora Figueras, no es la cantidad en un presupuesto, la vía no es la subvención, aunque tal vez tenga que haberla también. La vía de solución para estos centros es que haya más carga de trabajo. Y lo que tenemos que hacer desde el Legislativo es crear las condiciones para permitir a las Administraciones que faciliten más carga de trabajo a los centros especiales de empleo y a los centros de inserción sociolaboral. Esa es la historia. Y una cosa más, no solamente que las Administraciones generen más carga de trabajo, sino que el sector se consolide como tal y consiga carga de trabajo del sector privado, que forme parte del paisaje industrial de la Comunidad y que las empresas típicas, vamos a llamarlas así, cuenten con ellos a la hora de subcontratar trabajos que en estos momentos están subcontratando en otros países o con otro tipo de compañías. Por lo tanto, se trata de una decisión, no solo de un ejercicio de solidaridad, yo creo que sí, señora Figueras, que crea derechos para las personas con discapacidad y establece obligaciones para las Administraciones Públicas en la línea de que deberán generar esa carga de trabajo para los centros especiales de empleo y de inserción sociolaboral, sino que además está ayudándoles a consolidarse para que formen parte, repito, de la realidad sociolaboral y de la realidad industrial de nuestra Comunidad.

Evidentemente, y no puedo sino mostrar mi satisfacción y acuerdo con las palabras del señor Alli, tendremos que ser sumamente cuidadosos para no rozar la normativa europea. Pero también hay que aclarar una cosa, aquí no estamos diciendo quiénes van a ser los destinatarios de este 6 por ciento de reserva de contratos, estamos delimitando la tipología de los destinatarios, es decir, los actuales centros especiales de empleo y todos aquellos que se puedan crear en el futuro. Nadie va a impedir en Navarra que se creen centros especiales de empleo, pero ese 6 por ciento solamente tendrá que ir a los centros especiales de empleo. Lo discriminatorio, lo que vulneraría...

SRA. PRESIDENTA: Señor Lizarbe, debe ir terminando.

SR. LIZARBE BAZTÁN: Termino inmediatamente, señora Presidenta. ... lo que rozaría la normativa europea sería, evidentemente, que pusiéramos unas condiciones en las que solamente faltara poner la fotografía, pero no es el caso. Todas las empresas de inserción sociolaboral serán destinatarias de ese 6 por ciento y creemos que ese es el ajuste que permite la normativa europea, máxime si tenemos en cuenta que esta circunstancia, por otra parte, dimana nada menos que de un artículo de la Constitución Española. Por lo tanto, en Comisión discutiremos esto desapasionadamente, pero, señorías, les hacemos también un llamamiento a que no se escuden mucho en los informes del Gobierno, que normalmente suelen desaconsejar que se tome en consideración una proposición de ley. No sabemos si también aquí será una cuestión de celos o no, pero esa es la realidad, porque afectación presupuestaria no tiene ninguna. No se escuden mucho en informes jurídicos, hagamos el tema bien, pero, sobre todo, señorías, hagámoslo, porque cuanto mejor hagamos esta ley menos dinero público en subvenciones tendrá que ir destinado a la atención a la inserción sociolaboral de la discapacidad y más estaremos ayudando a que también con la colaboración del sector privado pueda haber una colaboración, nunca mejor dicho y perdón por la redundancia, en lo que es la inserción de estas personas. Nada más y muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Lizarbe. Vamos a votar ahora si se toma en consideración la proposición de ley que se ha debatido. Comienza la votación. (Pausa) Resultado de la votación, señora Secretaria. 

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Figueras Castellano): El resultado es el siguiente: 49 votos a favor, 0 votos en contra, 0 abstenciones.

SRA. PRESIDENTA: Por tanto, queda tomada en consideración la proposición de ley foral de modificación del artículo 9 de la Ley Foral 6/2006, de Contratos Públicos, presentada por el grupo socialista.

